Proceso Ordinario Laboral 

66001-31-05-001-2014-00461-01

Nidia Salazar Sierra vs Telmex Colombia SA 

El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
[image: image1.jpg]



RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Asunto.


Apelación sentencia
 
Proceso.


Ordinario laboral
Radicación Nro. :

66001-31-05-001-2014-00461-01
Demandante: 

Nidia Salazar  Sierra 
Demandado: 
Telmex Colombia SA
Juzgado de Origen:
Primero Laboral del Circuito de Pereira 

Tema: 





GARANTÍA A LA ESTABILIDAD LABORAL DEL ARTÍCULO 26 DE LA LEY 361 DE 1997 / TERMINACIÓN DEL CONTRATO CARECE DE EFECTOS JURÍDICOS / SE DECLARA PROBADA LA EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN -  En relación con la aplicación del citado artículo la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha dicho que deben concurrir los siguientes requisitos:

“(i) que se encuentre en una de las siguientes hipótesis: a) con una limitación “moderada”, que corresponde a la pérdida de la capacidad laboral entre el 15% y el 25%, b) “severa”, mayor al 25% pero inferior al 50% de la pérdida de la capacidad laboral,  o  c) “profunda” cuando el grado de minusvalía supera el 50%; (ii) que el empleador conozca de dicho estado de salud; y (iii) que termine la relación laboral “por razón de su limitación física” y sin previa autorización del Ministerio de la Protección Social” .

De estas exigencias, la Corte Constitucional estima que sólo es necesaria la existencia de una limitación física, sensorial o sicológica para realizar su trabajo regularmente, sin requerir calificación o discapacidad declarada, certificada y cuantificada, al bastar, que se trate de persona en situación de vulnerabilidad por razones de salud.
(…)

Lo anterior permite afirmar que la señora Salazar Sierra si bien al momento de la terminación del contrato de trabajo no estaba incapacita, ni tenía dictaminada una pérdida de capacidad laboral; sí presentó limitaciones psicológicas que alteró el desarrollo de su trabajo como asesora comercial de ventas, según se puede inferir de las 5 incapacidades que tuvo por la misma patología “trastornos de ansiedad y depresión”, la misma que se dejó plasmada al momento de su examen de retiro por el médico laboral y luego constituyó la deficiencia de mayor porcentaje (20%) al momento de ser calificada la PCL, máxime que al ser despedida el día lunes, se reintegraba de una incapacidad que vencía el viernes anterior.
(…)

En relación con este requisito se advierte que la demandada conocía de la limitación psicológica de la trabajadora, dada la frecuencia con que se presentaron las incapacidades en los dos últimos meses (marzo y abril de 2009), la última que venció 2 días antes de su despido, con un mismo diagnóstico “trastorno mixto de ansiedad y depresión”, enfermedad que no se supera de un momento a otro, al ser recurrente, como lo afirma el concepto de rehabilitación no favorable de 02-09-2009.
(…)

Autorización que está ausente en éste proceso, y que sí le era exigible obtener, para develar cualquier manto de duda del verdadero motivo para tal decisión, aun cuando se trate de un despido unilateral , al ser el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 una garantía que constituye un límite especial a la libertad de despido unilateral con que cuentan los empleadores; de lo contrario bastaría despedir al trabajador en situación de discapacidad con el pago de la indemnización prevista en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, lo que va en contravía con los fines constitucionales perseguidos por la norma, teniendo en cuenta que la intención del legislador, entre otras, fue que una autoridad independiente, diferente al empleador, juzgara de manera objetiva si la situación de limitación del trabajador resultaba incompatible e insuperable con el cargo a desempeñar.     

(…)
DECLARAR probada la excepción de “prescripción”, propuesta por la parte demandada, en consecuencia se absuelve de las pretensiones formuladas en su contra, por lo expuesto en la parte motiva.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Con el debido respeto debo salvar mi voto por cuanto considero que se debió haber negado la existencia del derecho a la estabilidad prevista en el artículo 26 de la ley 361 de 1997. (…)

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en señalar que la estabilidad laboral reforzada es un derecho de carácter especial dentro de la legislación laboral, el cual se encuentra definido en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, por lo que procede exclusivamente en los términos establecidos en esa normatividad, el cual impone la obligación de contar con autorización del Ministerio de Trabajo para despedir a un trabajador que presenta una limitación igual o superior a la moderada, definida ésta en el Decreto 2463 de 2001 como la pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y 25%, sin que sea posible aplicar la estabilidad laboral reforzada en aquellos trabajadores que presenten cualquier tipo de limitación, como quienes están en incapacidad temporal por afecciones de salud;
En Pereira, a los veinte (20) días del mes de febrero de dos mil dieciocho (2018), siendo las diez y treinta de la mañana (10:30 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación frente a la sentencia proferida el 22 de noviembre de 2016 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso que promueve la señora Nidia Salazar Sierra contra la sociedad Telmex Colombia SA, radicado 66001-31-05-001-2014-00461-01.
REGISTRO DE ASISTENCIA:

Demandante y su apoderado: 

Demandado y su apoderado:
TRASLADO A LAS PARTES

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
ANTECEDENTES
1. Síntesis de la demanda y su contestación
Pretende la señora Nidia Salazar Sierra que se declare que entre ella y la sociedad Telmex de Colombia SA existió un contrato de trabajo escrito y a término indefinido, desde el 08-12-2007 al 20-04-2009, que terminó la empleadora por su situación de discapacidad, lo que es nulo al no contar con la autorización del Ministerio de Trabajo; en consecuencia, se condene al reintegro y al pago de los salarios dejados de percibir, desde la fecha de terminación hasta que se haga efectivo el reintegro; prestaciones sociales y vacaciones, aportes a pensión, y la indemnización contemplada en la Ley 361 de 1997.
Fundamenta sus pretensiones en que: (i) el 08-12-2007 fue vinculada laboralmente a la empresa de razón social para la época TV Cable del Pacífico SA hoy Telmex Colombia SA, como asesora comercial de ventas, con un salario de $360.000 quincenales mas comisión por ventas.

(ii) El 26-11-2008 le fue diagnosticada enfermedad pulmonar obstructiva con exacerbación aguda, lo que le generó incapacidad de 2 días; el 08-01-2009, hipotiroidismo e isquemia cerebral transitoria y una incapacidad de 3 días; el 25-03-2009, trastorno fóbico de ansiedad y 3 días de incapacidad; el 27-03-2009, trastorno mixto de ansiedad, depresión y adaptación con 3 días de incapacidad que se prorrogó 2 días más; el 07-04-2009 le fue ratificado el diagnóstico de trastorno mixto de ansiedad y depresión, incapacidad de 5 días y fue remitida a psiquiatría. El 14-04-2009 le dieron nuevamente incapacidad de 3 días por el trastorno mixto de ansiedad y depresión. 
(iii) El 20-04-2009 la empresa terminó el contrato de trabajo sin justa causa y recibió el 24-07-2009 a través del Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el pago de su liquidación definitiva, junto con la indemnización por despido sin justa causa y salarios.
(iv) El 21-04-2009 medicina laboral de Saludcoop EPS solicitó a la empresa los documentos relacionados con sus condiciones laborales para determinar el origen de las patologías padecidas, los que remitió la demandada el 08-05-2009.
(v) El 02-09-2009 se inició el trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral por enfermedad general con incapacidad permanente al no obtener concepto de rehabilitación favorable.

Telmex Colombia SA solo aceptó el contrato de trabajo, los demás hechos los negó. 
Señaló que al momento de la terminación del contrato de trabajo la actora no contaba con ningún soporte que permitiera establecer que estuviera en un estado de debilidad manifiesta, y tampoco con un dictamen de pérdida de capacidad laboral superior al 25%.
Frente a las pretensiones se opuso y propuso las excepciones de “inexistencia de las obligaciones”; “improcedencia del reintegro”; “cobro de lo no debido”; “falta de título y causa”; “buena fe”; “pago”; “enriquecimiento sin causa del demandante”; “compensación”; “improcedencia del pago de la indemnización de que trata el artículo 26 de la Ley 361 de 1997”; y “prescripción”.
2. Síntesis de la sentencia objeto de apelación
El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira declaró probadas las excepciones de inexistencia de la obligación e improcedencia del reintegro, propuestas por la demandada; en consecuencia la absolvió de todas las pretensiones formuladas en su contra.
Como fundamento de su decisión señaló que si bien la demandante tuvo unos quebrantos de salud, las incapacidades no fueron continuas, ni superiores a 5 días, y al momento del despido la demandante no se encontraba en uso de alguna incapacidad médica, ni se conocía que se encontrara en proceso de calificación de su PCL, la que se obtuvo con fecha de estructuración de 01-12-2014.
3. Síntesis del recurso de apelación 

Inconforme con la decisión, apeló la parte demandante y como reparo se pueden determinar dos:

El primero, en lo que tiene que ver con la valoración probatoria, al manifestar que hay anotaciones médicas del mes de abril de 2009, donde se refieren a la paciente con estado de ansiedad alto, por ello se da un plan de manejo y psicología, en el cual se prescribe alprazolam y se hace control por consulta externa psiquiátrica y psicológica e incluso el día siguiente al despido el motivo de consulta continúa siendo el trastorno depresivo, por ello, el médico solicita los soportes ocupacionales al empleador.

Finalmente que el examen de ingreso no refiere ningún tipo de discapacidad psiquiátrica, en el de egreso sí, y es el mismo médico de salud ocupacional de la empresa quien consigna que debe de seguir en manejo por su EPS, por lo tanto, la demandante se encontraba en una debilidad manifiesta. 
Resalta que respecto a la valoración de este tipo de enfermedades requiere una evolución mínima de 3 años para emitir un dictamen, según el Manual Único de Calificación de Invalidez del año 1999. Además que esa deficiencia es la que más porcentaje tuvo al momento de calificar la PCL.

El otro, para indicar que su representada ya goza de pensión de invalidez por lo que no procede el reintegro, pero si el reconocimiento de los salarios y acreencias laborales hasta el momento de la fecha de estructuración o del reconocimiento de la pensión de invalidez. 

CONSIDERACIONES
1. Problemas jurídicos

De acuerdo con lo anterior, la Sala plantea los siguientes interrogantes:

(i) Gozaba la actora de estabilidad laboral reforzada al momento de la terminación del contrato de trabajo?

(ii) De ser positiva la respuesta anterior ¿Hay lugar a ordenar su reintegro, a pesar de estar reconocida la pensión de invalidez o al pago de salarios, prestaciones y otras acreencias laborales hasta la fecha en que adquirió tal estatus de pensionada o hasta la estructuración de su invalidez?
2. Soluciones a los interrogantes planteados

2.1 Garantía a la estabilidad laboral del artículo 26 de la Ley 361 de 1997

La Ley 361 de 1997 consagra mecanismos obligatorios que garantizan la incorporación social de las personas en situación de discapacidad en los distintos lugares en donde actúan; como la permanencia en el empleo luego de haber adquirido la respectiva situación de discapacidad
 sicológica, física o sensorial.

Así, para el caso que nos ocupa, el artículo 26, parte del capítulo IV, relativo a la integración laboral, señala que una persona en situación de discapacidad no puede ser despedida o su contrato terminado por razón de la misma, salvo que medie autorización de la oficina de trabajo; si esto se omite tendrá derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta (180) días de salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar.
En relación con la aplicación del citado artículo la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha dicho que deben concurrir los siguientes requisitos:

“(i) que se encuentre en una de las siguientes hipótesis: a) con una limitación “moderada”, que corresponde a la pérdida de la capacidad laboral entre el 15% y el 25%, b) “severa”, mayor al 25% pero inferior al 50% de la pérdida de la capacidad laboral,  o  c) “profunda” cuando el grado de minusvalía supera el 50%; (ii) que el empleador conozca de dicho estado de salud; y (iii) que termine la relación laboral “por razón de su limitación física” y sin previa autorización del Ministerio de la Protección Social”
.
De estas exigencias, la Corte Constitucional estima que sólo es necesaria la existencia de una limitación física, sensorial o sicológica para realizar su trabajo regularmente, sin requerir calificación o discapacidad declarada, certificada y cuantificada
, al bastar, que se trate de persona en situación de vulnerabilidad por razones de salud
.

Ahora, de cumplirse los supuestos de la norma que se viene comentando, como sanción no solo procede la indemnización que plantea el artículo 26 ibidem, dado que la Corte Constitucional al condicionar su exequibilidad, mediante Sentencia C-531 de 10-05-2000
, dijo que también, carece de todo efecto jurídico el despido o la terminación del contrato de una persona por razón de su situación de discapacidad, sin que exista autorización previa de la oficina de trabajo, donde constate la configuración de la existencia de una justa causa para el despido o terminación del respectivo contrato. Tesis que comparte la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en providencia reciente
, de encontrar configurados los requisitos atrás señalados.
2.2 Fundamento fáctico
De manera liminar, debe decirse que no hay discusión, por cuanto así lo aceptó la parte pasiva en la contestación que entre ésta y la señora Nidia Salazar Sierra existió un contrato de trabajo desde el 08-12-2007 hasta el 20-04-2009, donde ésta última se desempeñó como asesora comercial (fls.123 y 182).

2.2.1 Así las cosas, la Sala se adentra en el análisis del cumplimiento de los requisitos mencionados, que de ser probados darían lugar a la ineficacia del despido por gozar la trabajadora de estabilidad laboral reforzada. 
a) Limitación de la parte actora  

Se allegó al proceso varias incapacidades que se le dieron a la señora Salazar Sierra mientras estuvo vigente el vínculo laboral; concretamente en el año 2008 dos que no superaron los 3 días y lo fueron por enfermedad pulmonar obstructiva crónica e hipotiroidismo no especificado (fls.62 y 66).

En el año 2009, en los primeros 4 meses se le dieron 8 incapacidades que no excedieron los 5 días, así: (i) el 08-01-2009 por isquemia cerebral transitoria; (ii) el 18-02-200 por migraña; (iii) el 21-02-2009 por hipotiroidismo (fls.69, 71 y 90 c.1).

(iv) El 25-03-2009 por trastornos fóbicos de ansiedad por 3 días (fl.73); y por trastorno mixto de ansiedad y depresión (v) el 29-03-2009 por 3 días (f.77); (vi) el 01-04-2009 por 2 días; (vii) 07-04-2009 por 5 días; (viii) y 14-04-2009 por 3 días, incapacidad que culminó el viernes 17-04-2009, ésta última donde además se dispuso continuar la demandante con medicamentos psiquiátricos, como lorazepam y escitalopram, y la médico del Hospital Mental Universitario de Risaralda solicitó valoración por el médico laboral (fls.84; 86 y 88), sin embargo, el lunes 20-04-2009, dieron por finiquitado su contrato de trabajo. 
Asimismo, se cuenta con el examen de egreso realizado el 24-04-2009, 4 días después de finalizar el contrato, en el que se dejó constando que presenta problemas neurológicos y por ello se recomendó manejo médico con su EPS (fl.310).
También obran dos conceptos de rehabilitación no favorable emitidos por Saludcoop EPS; el primero, de fecha 02-09-2009, que determinó como diagnóstico “trastorno depresivo recurrente ​más fibromialgia” y origen “enfermedad general” (fl.36); y el segundo, el 19-11-2011 con el mismo origen, pero por “trastorno depresivo recurrente más fibromialgia más hipotiroidismo” (fl.37).
Ya  para el año 2012 se generaron dos nuevas incapacidades por trastorno mixto de ansiedad y depresión el 4 y 26 de diciembre de 2012 por 3 y 12 días respectivamente (fls.299 y 302).

Finalmente el 27-04-2015 Colpensiones le dictaminó a la actora una PCL de 56.18%, de origen común y fecha de estructuración el 01-12-2014, por las deficiencias, entre otras, de hipotiroidismo, trastorno mixto de ansiedad y depresión y trastorno de personalidad (fls.314 a 316).
Lo anterior permite afirmar que la señora Salazar Sierra si bien al momento de la terminación del contrato de trabajo no estaba incapacita, ni tenía dictaminada una pérdida de capacidad laboral; sí presentó limitaciones psicológicas que alteró el desarrollo de su trabajo como asesora comercial de ventas, según se puede inferir de las 5 incapacidades que tuvo por la misma patología “trastornos de ansiedad y depresión”, la misma que se dejó plasmada al momento de su examen de retiro por el médico laboral y luego constituyó la deficiencia de mayor porcentaje (20%) al momento de ser calificada la PCL, máxime que al ser despedida el día lunes, se reintegraba de una incapacidad que vencía el viernes anterior.
Ahora, el hecho de ser la fecha de estructuración de la invalidez posterior a la finalización de la relación laboral, lo es porque el porcentaje que allí se determinó se logró con la sumatoria de todas las deficiencias que presentó hasta ese momento, siendo la última, no precisamente el trastorno la que determinó un porcentaje mayor del 50%, por lo que de esta forma, se comparten los argumentos del recurrente. 
b) Conocimiento del empleador del estado de salud de la trabajadora
En relación con este requisito se advierte que la demandada conocía de la limitación psicológica de la trabajadora, dada la frecuencia con que se presentaron las incapacidades en los dos últimos meses (marzo y abril de 2009), la última que venció 2 días antes de su despido, con un mismo diagnóstico “trastorno mixto de ansiedad y depresión”, enfermedad que no se supera de un momento a otro, al ser recurrente, como lo afirma el concepto de rehabilitación no favorable de 02-09-2009.
Patología que al ser catalogada como una enfermedad de trastorno mental y del comportamiento en el MUC de 1999, se exterioriza y se infiere impacta negativamente por el tipo de labor que desarrollaba la actora; limitación que incluso percibió el médico que efectuó el examen de retiro, 4 días después de terminado el contrato de trabajo.
c) Terminación de la relación laboral por razón de su limitación psicológica y sin previa autorización del Ministerio de Trabajo
Por lo que antecede y habida cuenta que se probó que la actora al momento de la terminación del contrato de trabajo, se encontraba con limitación psicológica, le correspondía a la empleadora solicitar la respectiva autorización ante el Ministerio de Trabajo, para que no se asuma que el despido, ha tenido ese innoble propósito, tal como lo ha dicho la Sala de Casación Laboral
. 

Autorización que está ausente en éste proceso, y que sí le era exigible obtener, para develar cualquier manto de duda del verdadero motivo para tal decisión, aun cuando se trate de un despido unilateral
, al ser el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 una garantía que constituye un límite especial a la libertad de despido unilateral con que cuentan los empleadores; de lo contrario bastaría despedir al trabajador en situación de discapacidad con el pago de la indemnización prevista en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, lo que va en contravía con los fines constitucionales perseguidos por la norma, teniendo en cuenta que la intención del legislador, entre otras, fue que una autoridad independiente, diferente al empleador, juzgara de manera objetiva si la situación de limitación del trabajador resultaba incompatible e insuperable con el cargo a desempeñar.     

A tono con lo dicho, encuentra la Sala que la decisión de la a quo no fue acertada, en consecuencia se revocará la misma, por lo que habrá lugar a declarar la ineficacia del despido.
2.2.2 Lo anterior permite a esta Sala pronunciarse sobre la indemnización del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, más el reintegro, junto con el pago de las acreencias laborales que cesaron desde el despido; sin embargo, ello no es posible dado que estos derechos prescribieron al mediar entre el momento en que se hicieron exigibles -20-04-2009-, terminación del contrato de trabajo y la presentación de la demanda -22-08-2014-, más de 3 años; por lo que sale avante la excepción de mérito formulada en este sentido y en consecuencia se procederá a absolver a la demandada de las pretensiones formuladas en su contra.
CONCLUSIÓN
En suma, lo esbozado líneas atrás permiten a esta Sala revocar la decisión de primera instancia para en su lugar declarar la ineficacia del despido. Asimismo, declarar probada la excepción de “prescripción”, propuesta por la parte demandada y en consecuencia se la absolverá de las pretensiones formuladas en su contra.
En relación a las costas de primera instancia a pesar de lo dicho se confirma lo atinente a las costas impuestas. En esta instancia no se causaron dada la prosperidad parcial del recurso (art. 365 numerales 1 y 3 del CGP).
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, Sala Segunda Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 22-11-2016 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso que promueve la señora Nidia Salazar Sierra contra la sociedad Telmex Colombia SA, salvo el numeral 3 de las costas, por lo expuesto en la parte motiva, para en su lugar:

PRIMERO: DECLARAR que la terminación del contrato de trabajo de la señora Nidia Salazar Sierra, por parte de la sociedad Telmex Colombia SA, carece de efectos jurídicos al gozar aquella de estabilidad laboral reforzada. 

SEGUNDO: DECLARAR probada la excepción de “prescripción”, propuesta por la parte demandada, en consecuencia se absuelve de las pretensiones formuladas en su contra, por lo expuesto en la parte motiva.
SEGUNDO: Sin costas en esta instancia, por lo expuesto.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
 FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                      
                   Magistrado                                                         Magistrado

        Salva voto

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

SALVAMENTO DE VOTO
Pereira, veinte (20) de febrero de dos mil dieciocho (2018)

Con el debido respeto debo salvar mi voto por cuanto considero que se debió haber negado la existencia del derecho a la estabilidad prevista en el artículo 26 de la ley 361 de 1997.

Como lo he venido sosteniendo en situaciones similares mi posición sobre el tema se refleja en lo siguiente:

1. VALOR NORMATIVO DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
La Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, al abordar el tema de doctrina probable manifestó que a la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad. Para apartarse de la doctrina probable los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación.

“… la fuerza normativa de la doctrina probable proviene (1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte Suprema para unificar la jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas y esta atribución implica que la Constitución le da un valor normativo mayor o un “plus” a la doctrina de esa alta Corporación que a la del resto de los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que la carga argumentativa que corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la jurisprudencia decantada por la Corte Suprema es mayor que la que corresponde a éste órgano para apartarse de sus propias decisiones por considerarlas erróneas.”.

De otro lado y como quiera que en ocasiones se pretende en los procesos ordinarios laborales que se aplique con carácter obligatorio las decisiones proferidas en la jurisdicción constitucional, en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, trayendo a colación lo dicho en la sentencia CSJ SL, 13 de mayo de 2005 radicación Nº 24310, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia manifestó:

“En este punto es de acotar que lo considerado por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot en el fallo de tutela del 10 de febrero de 1998, confirmado por la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca el 27 del mismo mes y año, no ata ni obliga a la justicia ordinaria laboral, en primer lugar por tratarse de una decisión tomada como mecanismo transitorio y en segundo término porque sólo son de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte resolutiva las sentencias de inexequibilidad proferidas por la Corte Constitucional como resultado del examen de las normas legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático de constitucionalidad conforme lo consagra el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, en tanto que la tutela únicamente surte efectos interpartes de acuerdo con el art. 36 del Decreto 2591 de 1991”.

De hecho, en más reciente providencia, la  SL17021 de 16 de noviembre de 2016 Radicación n.° 48671, Magistrada ponente, CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO, la Sala de Casación Laboral expresó sobre el tema que:
“En las condiciones ilustradas, los fallos de la Corte Suprema de Justicia no son inconstitucionales, como lo asegura el recurrente, sino que, por el contrario, tienen un arraigado y fuerte sustento en la misma Constitución. Por ello, no hay razón suficiente para cambiar la jurisprudencia ni para en ejercicio de la excepción de inconstitucionalidad, inaplicar un precepto que evidentemente desarrolla e interactúa con la Carta Magna. Hacerlo, sí constituiría una afrenta al orden jurídico. Por estas razones, la Corte no acogió la línea jurisprudencial vertida en las sentencias de tutela citadas por el recurrente, pues, en definitiva, existían superiores argumentos para no seguirla y continuar con el precedente propio. De otra parte, no sobra recordar que esos fallos de tutela, en los términos del numeral 2 del artículo 48 de la Ley 270 de 1996 «tienen carácter obligatorio únicamente para las partes» y «su motivación sólo constituye criterio auxiliar para la actividad de los jueces».”
2. LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA 

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en señalar que la estabilidad laboral reforzada es un derecho de carácter especial dentro de la legislación laboral, el cual se encuentra definido en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, por lo que procede exclusivamente en los términos establecidos en esa normatividad, el cual impone la obligación de contar con autorización del Ministerio de Trabajo para despedir a un trabajador que presenta una limitación igual o superior a la moderada, definida ésta en el Decreto 2463 de 2001 como la pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y 25%, sin que sea posible aplicar la estabilidad laboral reforzada en aquellos trabajadores que presenten cualquier tipo de limitación, como quienes están en incapacidad temporal por afecciones de salud; situación que reiteró en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, en los siguientes términos:

“Contrario a lo alegado por la censura en los cargos, esta Corporación, de vieja data, ha sostenido que la protección a la estabilidad laboral consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 es de carácter especial dentro de la legislación del trabajo, toda vez que procede exclusivamente en los términos previstos en esta normatividad, es decir, para las personas que presenten limitaciones en grado severo y profundo y no para las que padezcan cualquier tipo de limitación, ni, menos aún, para quienes se hallen en incapacidad temporal por afecciones de salud, de tal suerte que, tratándose de una garantía excepcional, no puede el juez extenderla de manera indebida para eventos no contemplados en la mencionada ley.”.

En el presente caso la empresa dio por terminado el contrato de trabajo el día 20 de abril de 2009 momento para el cual la trabajadora no se encontraba discapacitada ni incapacitada. Es más, nótese que incluso, según se relata en la sentencia, sólo hasta el mes de diciembre de 2012, es decir, mucho más de 3 años después de terminado el contrato, la demandante vuelve a incapacitarse por “trastorno mixto de ansiedad y depresión. 

Pero aún más, es únicamente el 27 de abril de 2015  que haciendo el dictamen de pérdida de la capacidad laboral, se percibe una pérdida de esta del 56,18% pero con estructuración el 01 de diciembre de 2014, es decir, mucho más de 5 años después de terminado el contrato de trabajo. Entonces, claro resulta que no hay soporte para asegurar que al momento de la terminación del contrato la trabajadora tenía una merma de su capacidad laboral que ameritara otorgarle una estabilidad laboral reforzada. 
Son estas las razones que me llevan a apartarme de la decisión, pues más que declarar prescrito el derecho, lo que se debió fue confirmar la decisión del juzgado, para sostener que la terminación del contrato fue correcta y que por lo tanto no había lugar al reintegro.   

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
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